
 

REGLAMENTO DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO 
Y LA PROTECCION AL AMBIENTE DEL 
MUNICIPIO DE PIHUAMO JAL. 

 
 
TITULO PRIMERO 
Disposiciones Generales 
CAPITULO I 
Normas preliminares 
 
Artículo 1º. El presente Reglamento es de orden público 
y de interés social, y tiene por objeto regular la 
preservación y restauración del equilibrio ecológico, así 
como la protección al ambiente y 
el patrimonio cultural en el municipio de Pihuamo, Jal., 
con la finalidad de mejorar la calidad ambiental y la 
calidad de vida de los habitantes del municipio y 
establecer el aprovechamiento sustentable de los 
recursos naturales existentes en el territorio. 
 
Artículo 2º. Se considera de utilidad pública: 
 
I. El ordenamiento ecológico del territorio del estado, en 
los casos previstos por la Ley DEL EQUILIBRIO 
ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL AMBIENTE DEL 
ESTADO DE JALISCO, y las demás aplicables; 
II. El establecimiento de áreas naturales protegidas que 
se establezcan por iniciativa del gobierno Estatal o 
municipal. 
III. El cuidado de los sitios necesarios para asegurar el 
mantenimiento e incremento de los recursos genéticos 
de la flora y fauna silvestre, terrestre y acuática, frente al 
peligro de deterioro grave o extinción; 
IV. El establecimiento de zonas intermedias de 
salvaguarda, con motivo de la presencia de actividades 
que afecten o puedan afectar el equilibrio de los 
ecosistemas o al ambiente del territorio que comprende 
el municipio de Pihuamo, Jal. 
V. La prevención, el control y la atenuación de la 
contaminación ambiental, en el Municipio 
 
Artículo 3º. Para los efectos de este reglamento, se 
tomarán las definiciones de la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente Federal 
y Estatal, y las siguientes: 
I. Actividades riesgosas: Aquellas actividades que 
conllevan la utilización de materiales peligrosos que de 
conformidad a la legislación federal y disposiciones 
aplicables no se consideran actividades altamente 
riesgosas; 
II. Áreas naturales protegidas: Las zonas del territorio 
municipal en que los ecosistemas originales que las 
conforman no han sido significativamente alterados por 
la actividad del hombre, y que han quedado sujetas al 
régimen de protección; 
III. Capacidad de amortiguamiento de los ecosistemas: 
Se refiere a la cualidad intrínseca que poseen los 
ecosistemas para recuperar su estructura y función 
después de sufrir un impacto ambiental negativo; 
IV. Capacidad de carga ambiental: Respuesta de un 
ecosistema a las diversas actividades o acciones 
productivas del desarrollo, sin que se afecte su condición 
natural y/o aumente su fragilidad; 
V. Condición natural clímax: Características que hacen a 
un ecosistema mantener la estabilidad, el desarrollo y la 
evolución de cada uno de sus elementos, cuya 
composición y estructura es remotamente conocida; 
VI. Confinamiento controlado de residuos sólidos: 
Sistema de ingeniería sanitaria para la disposición final o 
almacenamiento de los residuos sólidos industriales, en 

terrenos acondicionados para tal efecto conforme a la 
normatividad aplicable, con el objetivo de proteger el 
medio de cualquier posible contaminación; 
VII. Corta sanitaria: Medida para prevenir y evitar la 
degradación provocada por algún agente patógeno en 
especies como árboles, arbustos y otras plantas; 
VIII. Criterios ambientales: Los lineamientos y conceptos 
necesarios para preservar, restaurar y conservar el 
equilibrio de los ecosistemas y proteger al ambiente, en 
el marco del desarrollo sustentable; 
IX. Desequilibrio ambiental: La alteración de las 
relaciones de interdependencia entre los elementos 
naturales que conforman al ambiente que afecta 
negativamente la existencia, transformación y desarrollo 
del hombre y demás seres vivos; 
X. Ecoturismo: Es la actitud de respeto, admiración e 
interacción del hombre con la cultura y naturaleza en el 
desarrollo de actividades recreativas en entornos 
naturales dentro de un marco de sustentabilidad, 
propiciando un involucramiento activo y socioeconómico 
en beneficio de las poblaciones locales, principalmente a 
través de una modalidad turística ambientalmente 
responsable; 
XI. Emergencia ambiental: Urgencia ante un problema 
ambiental que necesita solución inmediata; 
XII. Emisión contaminante: La generación o descarga de 
materia o energía en cualquier cantidad, estado físico o 
forma, que al incorporarse, acumularse o actuar en los 
sistemas biótico y abiótico, afecte o pueda afectar 
negativamente su composición o condición natural. 
XIII. Estudio de impacto ambiental: Proceso de análisis 
de carácter interdisciplinario, basado en estudios de 
campo y gabinete, encaminado a identificar, predecir, 
interpretar, valorar, prevenir y comunicar los efectos de 
una obra, actividad o proyecto sobre el medio ambiente; 
XIV. Flora y fauna acuáticas: Las especies biológicas y 
elementos biogénicos que tienen como medio de vida 
temporal, parcial o permanente, las aguas del Municipio; 
XV. Fragilidad ambiental: Condición actual de un 
ecosistema, parte de él o de sus componentes, en 
comparación a su condición natural clímax; 
XVI. Gestión ambiental: Conjunto de acciones orientadas 
a lograr la sustentabilidad en los procesos de defensa, 
protección y mejora ambiental; 
XVII. Gobierno del Estado: Se tiene como tal al Poder 
Ejecutivo del Estado. 
XVIII. Información ambiental. Se considera a cualquier 
información escrita, visual o en forma de base de datos, 
de que dispongan las autoridades estatales y 
municipales, en materia ambiental, de agua, aire, suelo, 
flora, fauna y recursos naturales en general, así como de 
las actividades o medidas que les afectan o pueden 
afectarles. 
XIX. Mejoramiento: El restablecimiento e incremento en 
la calidad del ambiente; 
XX. Norma oficial mexicana: La regla científica o 
tecnológica emitida por el ejecutivo federal, que deben 
aplicar los gobiernos del estado y de los municipios, en 
el ámbito de sus competencias; 
XXI. Patrimonio cultural: El conjunto de manifestaciones 
producto de la obra conjunta o separada del hombre y 
de la naturaleza que contiene relevancia histórica, 
estética, paisajística, arquitectónica, urbanística, literaria, 
artística, pictográfica, tradicional, etnológica, científica, 
tecnológica o intelectual para la sociedad jalisciense; 
XXII. Reciclaje: El proceso por el cual los residuos son 
transformados en productos nuevos, de tal manera que 
pierden su identidad original y se convierten en materia 
prima de nuevos productos; 



 

XXIII. Recurso natural: Elemento natural susceptible de 
ser aprovechado en beneficio del hombre. 
XXIV. Relleno sanitario: Sistema de ingeniería sanitaria 
para la disposición final de los residuos sólidos 
municipales en terrenos condicionados para tal efecto, 
de conformidad a las disposiciones normativas 
aplicables, con el objeto de proteger el medio de 
cualquier posible contaminación; 
XXV. Rescate energético: Es la recuperación con fines 
de reutilización de una parte de la energía que fue 
utilizada en los procesos productivos que anteceden a la 
generación de residuos; 
XXVI. Residuo incompatible: Aquel que al entrar en 
contacto o al ser mezclado con otro, reacciona 
produciendo calor o presión, fuego o evaporación, 
partículas, gases o vapores peligrosos, pudiendo ser 
esta reacción violenta; 
XXVII. Residuos sólidos industriales: Residuos sólidos 
que resultan de las actividades industriales y de 
servicios, que no se consideran peligrosos conforme la 
normatividad ambiental federal; 
XXVIII. Residuos sólidos municipales: Residuos sólidos 
que resultan de las actividades domésticas y 
comerciales, no considerados como peligrosos, 
conforme la normatividad ambiental federal; 
XXIX. Riesgo: Posibilidad de pérdidas humanas, 
materiales y económicas, así como la afectación 
significativa al ambiente, que se pueda generar con 
motivo de los peligros naturales o antropogénicos 
existentes y la vulnerabilidad de la población y los 
ecosistemas; y  
XXX. Vulnerabilidad ambiental: Nivel de susceptibilidad 
de los ecosistemas o de alguno de sus componentes 
para soportar diferentes tipos y/o intensidades de 
impacto ambiental provenientes de las diversas acciones 
o actividades productivas del desarrollo o por efecto de 
los eventos naturales. 
XXXI. Derogada. 
Título Segundo 
Capítulo I 
 
De la Comisión Municipal de Ecología 
 
Artículo 4.- La Comisión Municipal de Ecología de 
Pihuamo, Jal., es la encargada de coordinar a las 
dependencias, unidades y órganos municipales así 
como de concertar los esfuerzos de la sociedad civil en 
materia de gestión ambiental de competencia municipal. 
 
Artículo 5.- La Comisión Municipal de Ecología de 
Pihuamo, Jal., estará integrada de la siguiente manera: 
I. Presidente.- C. Presidente Municipal; 
II. Secretario.- El Secretario del Ayuntamiento; 
III. Coordinador Ejecutivo.- El Sindico del Ayuntamiento; 
IV. Secretario Técnico.- El Regidor comisionado; 
V. El H. Cabildo 
VI. Un representante por cada uno de los sectores 
privado y social; y 
VII. Tres integrantes de apoyo que designe el Presidente 
Municipal. 
 
Artículo 6.- La Comisión Municipal de Ecología tendrá 
las siguientes atribuciones:  
I. Evaluar y actualizar el Programa Municipal de Ecología 
y Gestión Ambiental; 
II. Aprobar el ordenamiento ecológico del territorio 
municipal; 
III. Evaluar las manifestaciones de impacto ambiental de 
las obras y actividades públicas o privadas realizadas en 

el territorio municipal, que generen deterioro ambiental, 
que sean de competencia municipal  
IV. Proponer la expedición o ampliación de declaratorias 
de áreas naturales protegidas de interés municipal; 
V. Coordinar la participación de las dependencias y 
entidades de la administración pública municipal, en 
asuntos materia del presente Reglamento, 
particularmente en la atención de emergencias 
ecológicas y contingencias ambientales que 
correspondan al municipio; 
VI. Proponer las restricciones correspondientes para 
efectos de protección ambiental en zonas o planes de 
jurisdicción municipal; 
VII. Promover la participación organizada y co-
responsable de los habitantes, así como de los grupos 
sociales privados del municipio, en las tareas de gestión 
ambiental municipal; 
VIII. Revisar y en su caso, aprobar los informes que 
presente el Secretario Técnico sobre el estado que 
guarda el medio ambiente en el municipio; 
IX. Solicitar a la instancia estatal o federal, la asistencia 
técnica necesaria para la evaluación de una 
manifestación de impacto ambiental o un estudio de 
riesgo; 
X. Participar en los estudios previos que sustenten la 
expedición de declaratorias para el establecimiento de 
áreas naturales protegidas dentro del territorio municipal; 
XI. Promover y coordinar la integración de Comités y 
Subcomités de protección ambiental en el territorio 
municipal, así como las comisiones que se deriven de 
los mismos; 
XII. Formular y, en su caso, aprobar el reglamento 
interno de la Comisión; 
XIII. Las demás que acuerde la Comisión o que estipulen 
las leyes u otros ordenamientos legales aplicables en la 
materia. 
 
Artículo 7.- La Comisión Municipal de Ecología 
sesionará en forma ordinaria, cuando menos una vez 
cada mes y de manera extraordinaria, cuando sea 
solicitado por cualquier miembro de la Comisión, 
siempre y cuando justifique la importancia y necesidad 
de la sesión. La convocatoria a estas sesiones la 
expedirá el Presidente de la Comisión, mediante oficio 
girado con setenta y dos horas de anticipación. 
 
Artículo 8.- Para declarar válida una sesión de la 
Comisión, se requerirá la asistencia de cuando menos, 
la mitad mas uno de sus integrantes. Todos los 
integrantes asistentes a sesión tienen derecho a voz y 
voto; los acuerdos que se tomen en la Comisión serán 
por mayoría, dichos acuerdos tendrán el carácter de 
obligatorios para todos los integrantes. 
 
Artículo 9.- El Secretario Técnico de la Comisión 
levantará acta circunstanciada de cada sesión, la cual 
deberá contener los acuerdos que se hayan tomado; 
dicha acta deberá ser puesta en conocimiento de todos 
los miembros de la Comisión. 
 
Capítulo II 
De la Dirección de Ecología 
 
Artículo 10.- La Dirección de Ecología deberá conducir 
sus actividades en forma programada y con base en las 
políticas, prioridades y restricciones que establezca el 
Ayuntamiento por conducto del Presidente Municipal, 
para el logro de los objetivos y metas establecidas en los 
Planes de Desarrollo Municipal y de Gobierno. 
 



 

Artículo 11.- Para el estudio, planeación y despacho de 
los diversos asuntos relacionados con la ecología y 
medio ambiente el Presidente Municipal, se auxiliará de 
la Dirección de Ecología. 
 
Artículo 12.- El titular de la Dirección de Ecología a que 
se refiere el Artículo anterior será propuesto por el 
Presidente Municipal al Ayuntamiento quien lo aprobará 
de ser el caso. 
 
Artículo 13.- El titular de la Dirección de Ecología 
dependerá del Presidente Municipal. Quien tendrá la 
facultad de removerlo libremente, dando conocimiento 
de ello al Ayuntamiento. 
 
Artículo 14.- La Dirección de Ecología podrá proponer al 
Presidente la creación de nuevos departamentos para la 
debida atención de los servicios públicos a su cargo, 
según las necesidades del Municipio y de conformidad 
con el Presupuesto de Egresos. 
 
Artículo 15.- Para el tratamiento de los asuntos públicos 
del Municipio en materia de ecología y medio ambiente, 
promoverá la integración de organismos de participación 
y colaboración, cuyas funciones serán de asesoría 
técnica, consulta y ejecución. 
 
Artículo 16.- El Ayuntamiento deberá destinar una 
partida de su presupuesto anual de egresos para la 
Protección, Conservación y Preservación de los recursos 
naturales, en la medida de sus propias necesidades y 
recursos. 
 
En caso de no existir Dirección de Ecología, los 
trabajos serán realizados por la comisión municipal 
de ecología 
 
 
CAPITULO III 
De la concurrencia entre el gobierno del estado 
y los gobiernos municipales. 
 
Artículo 17º. Las atribuciones gubernamentales, en 
materia de preservación y restauración del equilibrio 
ecológico y protección al ambiente, que son objeto de 
este reglamento, serán ejercidas, de manera 
concurrente, por el gobierno del estado y los gobiernos 
municipales,  Para tal efecto, el gobierno del estado y los 
gobiernos municipales podrán celebrar convenios entre 
ellos o con la federación, en los casos y las materias que 
se precisan en la Ley Federal DEL EQUILIBRIO 
ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL AMBIENTE 
 
Artículo 18º. Compete al gobierno municipal, en la 
esfera de competencia local:  
 
I. La formulación de la política y de los criterios 
ambientales municipales, congruentes con los que, en 
su caso, hubiese formulado el gobierno del estado de 
Jalisco y la federación; 
II. La preservación y restauración del equilibrio ecológico 
y la protección al ambiente, en bienes y zonas de 
jurisdicción municipal, salvo cuando se trate de asuntos 
reservados a la federación; 
III. La prevención y el control de emergencias y 
contingencias ambientales, en forma aislada o 
participativa con el gobierno del estado y la federación. 
IV. La regulación, creación y administración de las áreas 
naturales protegidas municipales, que se prevén en el 
presente ordenamiento; 

V. La prevención y el control de la contaminación de la 
atmósfera, generada en zonas o por fuentes emisoras 
de jurisdicción local; 
VI. El establecimiento de las medidas para hacer 
efectiva la prohibición de emisiones contaminantes que 
rebasen los niveles máximos permisibles, salvo en las 
zonas o en los casos de fuentes emisoras de jurisdicción 
federal; 
VII. La prevención y control de la contaminación de 
aguas federales que el gobierno municipal tengan 
asignadas o concesionadas para la prestación de 
servicios públicos, y de las que se descarguen en las 
redes de alcantarillado de los centros de población, sin 
perjuicio de las facultades de la federación, en materia 
de tratamiento, descarga, infiltración y  re uso de aguas 
residuales, conforme a la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente, y demás normas 
aplicables; 
IX. La preservación y restauración de la flora y fauna con 
la participación de los actores involucrados en su 
explotación 
XI. La preservación y restauración del equilibrio 
ecológico y la protección ambiental en los centros de 
población, en relación con los efectos derivados de los 
servicios de alcantarillado, limpia, mercados y centrales 
de abasto, cementerios, rastros, tránsito y transporte 
local; 
XII. La regulación de los sistemas de recolección, 
almacenamiento, transporte, alojamiento, re uso, 
tratamiento y disposición final de los residuos sólidos 
industriales y municipales que no estén considerados 
como peligrosos, conforme a la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y sus 
disposiciones reglamentarias; 
XIV. Aplicar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, las normas oficiales mexicanas 
expedidas por la federación y, en su caso, la 
normatividad que al efecto expida el titular del ejecutivo 
del estado o el gobierno municipal; 
XV. Concertar con los sectores social y privado, la 
realización de acciones, en el ámbito de sus 
competencias, conforme a El presente Reglamento; 
XVII. Aplicar las normas oficiales mexicanas para la 
emisión máxima permisible de contaminantes de la 
atmósfera provenientes de vehículos automotores, 
incluido el transporte público; 
XVIII. Establecer y en su caso, operar programas de 
mitigación de contaminación de la atmósfera, por 
conducto de las autoridades competentes, para limitar la 
circulación de los vehículos cuyos niveles de emisión de 
contaminantes rebasen los límites máximos permisibles 
que se determinen, incluido el transporte público; 
XIX. Aplicar las disposiciones de tránsito y vialidad para 
reducir los niveles de emisión de contaminantes de la 
atmósfera, provenientes de los vehículos automotores, 
incluido el transporte público; 
XXII. Participar, en el ámbito de sus competencias, en la 
formulación y ejecución de los programas especiales 
que se propongan para la restauración del equilibrio 
ecológico, en aquellas zonas y áreas del Municipio, que 
presentan graves desequilibrios; 
XXIII. Vigilar la observancia de las declaratorias que se 
expidan para regular los usos del suelo, el 
aprovechamiento de los recursos y la realización de 
actividades que generen contaminación así como 
alteración de la flora y fauna, en todas las zonas y áreas 
de interés del Municipio,  
XXV. Vigilar la correcta explotación de los recursos 
forestales y madereros existentes dentro del territorio 
Municipal donde el responsable del derribo, asumirá el 



 

compromiso de recuperar la cobertura vegetal derribada, 
reportando las anomalías detectadas a las autoridades 
estatales y federales correspondientes. 
XXVI. Promover programas para el desarrollo de 
técnicas y procedimientos que permitan prevenir, 
controlar y abatir la contaminación, propiciando el 
aprovechamiento sustentable de los recursos, los 
procesos y la transformación limpia, el ahorro de 
energía, la disposición final de residuos y la protección 
permanente de los ecosistemas, pudiendo celebrar 
convenios con instituciones Estatales, nacionales e 
internacionales de educación superior, centros de 
investigación, instituciones de los sectores público, 
social y privado e investigadores especialistas en la 
materia, en el ámbito de sus respectivas competencias; 
XXVII. El establecimiento de viveros, criaderos y 
reservas de especies de flora y fauna silvestre, terrestre 
y acuática, en su caso, en coordinación con las 
dependencias estatales y federales, en el ámbito de su 
competencia 
XXVII. Aplicar criterios ambientales en la protección de 
la atmósfera, suelo y aguas, en las declaratorias de 
usos, destinos, reservas y provisiones. 
XXVIII. Convenir con quienes realicen actividades 
contaminantes y, de resultar necesario, requerirles la 
instalación de equipos de control de emisiones en 
actividades de jurisdicción del gobierno del estado y de 
los gobiernos municipales, promoviendo ante la 
federación dicha instalación, en los casos de jurisdicción 
federal, cuando se rebasen los límites establecidos en 
las normas oficiales mexicanas correspondientes; 
XXIX. Solicitar la realización de auditorias ambientales y 
supervisar su ejecución. 
XXIX. Integrar y mantener actualizado el inventario de 
fuentes fijas de contaminación, en el ámbito de sus 
competencias; 
XXX. Elaborar los informes sobre las condiciones del 
ambiente en el municipio, y los que se convengan con el 
estado y la federación; 
XXXI. El diseño, desarrollo y aplicación de los 
instrumentos económicos que incentiven el cumplimiento 
de las disposiciones de El presente Reglamento; 
XXXIII. Inspeccionar, vigilar, e imponer sanciones, en los 
asuntos de sus competencias, en cumplimiento de las 
disposiciones establecidas en este reglamento; y 
XXXIV. Las demás que se deriven de la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y sus 
disposiciones reglamentarias,  
 
CAPITULO IV 
De las atribuciones de los gobiernos municipales. 
 
Artículo 19. Corresponde a los gobiernos municipales 
directamente, o por delegación, a través de los 
organismos o dependencias que para tal efecto 
designen sus titulares, en el ámbito de su competencia, 
de manera general, las atribuciones que se establecen 
en el artículo 5º de la LEY DEL EQUILIBRIO 
ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL AMBIENTE, 
coordinadamente con el gobierno del estado y, de 
manera exclusiva, las siguientes: 
 
I. Evaluar el impacto ambiental respecto de obras o 
actividades que no sean competencia de la federación o 
del gobierno del estado, que se realicen íntegramente 
dentro del territorio municipal, y dependiendo del 
dictamen satisfactorio de dicha evaluación, otorgar las 
autorizaciones de usos del suelo y las licencias de 
construcción u operación respectivas; 

II. Expedir el ordenamiento ecológico del territorio 
municipal, en congruencia con los ordenamientos 
general del territorio y regional del estado, que al efecto 
elaboren la federación y el gobierno del estado; 
III. Dictaminar las solicitudes de autorización que se 
presenten para descargar aguas residuales en los 
sistemas de drenaje y alcantarillado que administren, 
estableciendo condiciones particulares de descarga en 
dicho sistema, de conformidad con la normatividad 
aplicable, salvo que se trate de aguas residuales 
generadas en bienes y zonas de jurisdicción federal; así 
como, de resultar necesario, requerir la instalación de 
sistemas de tratamiento cuando no se satisfagan las 
normas oficiales mexicanas o, en su caso, la 
normatividad estatal que al efecto se expida; 
IV. Aplicar en las obras e instalaciones municipales 
destinadas al tratamiento de aguas residuales, los 
criterios que emitan las autoridades federales o 
estatales, a efecto de que las descargas en cuerpos y 
corrientes de agua satisfagan las normas oficiales 
mexicanas; 
V. Proponer las contribuciones correspondientes y, en su 
caso, el monto de las mismas, para que pueda llevar a 
cabo la gestión ambiental que le compete, así como 
proceder a la imposición de las sanciones a que haya 
lugar; 
VI. Llevar y actualizar el registro municipal de las 
descargas a las redes de drenaje y alcantarillado que 
administren, el cual será integrado al registro estatal y 
nacional de descargas; 
VII. Vigilar las descargas de origen municipal y evitar su 
mezcla con otras descargas, así como el vertimiento de 
residuos sólidos; 
VIII. Formular y expedir las declaratorias 
correspondientes para la creación de áreas naturales 
protegidas en el municipio, en congruencia con la 
política ambiental de la federación y del gobierno del 
estado; 
IX. Formular y promover programas para la disminución 
y reciclado de residuos sólidos municipales; 
X. Vigilar el cumplimiento de la legislación estatal en 
materia de prevención y control de la contaminación de 
la atmósfera generada por fuentes fijas y móviles de 
jurisdicción local cuya competencia no esté reservada a 
la federación, así como el aprovechamiento de los 
recursos naturales, como lo prevén las leyes 
correspondientes de la materia; y 
XI. Las demás que le confieren las disposiciones legales 
y reglamentarias aplicables en materia ambiental. 
 
 
CAPITULO V 
De la política ambiental. 
 
Artículo 20. Para la formulación y conducción de la 
política ambiental, y demás 
instrumentos previstos en este reglamento, en materia 
de preservación y restauración del equilibrio 
ecológico y protección al ambiente, se observarán los 
siguientes criterios: 
I. Los ecosistemas son patrimonio común de la sociedad 
y de su equilibrio dependen la vida y las posibilidades 
productivas del país, del estado de Jalisco y del 
municipio; 
II. Los ecosistemas y sus elementos deben ser 
aprovechados en forma sustentable de manera que se 
asegure una productividad óptima y sostenida, 
compatible con la evolución de los procesos productivos; 
III. Las autoridades estatales, municipales, y las 
federales en funciones en el estado, deben de asumir la 



 

responsabilidad de la protección ambiental del territorio 
de la entidad, bajo un estricto concepto federalista, 
conjuntamente con la sociedad; 
IV. La responsabilidad respecto al equilibrio ecológico, 
comprende tanto las condiciones presentes como las 
que determinarán la calidad de la vida de las futuras 
generaciones; 
V. La prevención de las causas que los generan, es el 
medio más eficaz para evitar los desequilibrios 
ecológicos; 
VI. El aprovechamiento de los recursos naturales debe 
realizarse en forma sustentable; 
VII. La coordinación entre los distintos niveles de 
gobierno y la concertación con la sociedad, son 
indispensables para la eficacia de las acciones 
ambientales; 
VIII. El sujeto principal de la concertación ambiental lo 
son no únicamente los individuos, sino también los 
grupos y organizaciones sociales y privadas. El 
propósito de la concertación de acciones ambientales es 
orientar positivamente la interrelación entre la sociedad 
para proteger el medio ambiente; 
IX. En el ejercicio de las atribuciones que las leyes 
confieran al gobierno del estado y los gobiernos 
municipales, para regular, promover, restringir, prohibir, 
orientar y, en general, inducir las acciones de los 
particulares en los campos económico y social, se 
considerarán prioritariamente los criterios de fragilidad, 
vulnerabilidad, preservación, protección y fortalecimiento 
del equilibrio ecológico; 
X. Toda persona tiene derecho a disfrutar de un 
ambiente sano, así como él deber de protegerlo y 
conservarlo. Las autoridades, en los términos de la LEY 
DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION 
AL AMBIENTE y otras leyes, tomarán las medidas para 
preservar ese derecho; 
XI. El control, la prevención y la mitigación de la 
contaminación ambiental, el aprovechamiento 
sustentable de los elementos y recursos naturales y el 
mejoramiento del entorno natural de los asentamientos 
humanos, son elementos fundamentales para recuperar 
y elevar la calidad de vida de la población; 
XII. En consideración a que preservar el equilibrio 
ecológico y proteger al ambiente es responsabilidad de 
la sociedad en su conjunto, el estado estudiará y 
determinará, en su caso, las aportaciones que en 
recursos materiales, humanos y financieros deban hacer 
los usufructuarios directos e indirectos de un ecosistema 
determinado; 
XIII. Es de interés público y social que las actividades 
que se llevan a cabo dentro del territorio del estado, no 
afecten el equilibrio ecológico internacional o nacional; 
XIV. El gobierno del estado promoverá, ante la 
federación y los gobiernos de las entidades federativas 
vecinas a Jalisco, la preservación y restauración del 
equilibrio de los ecosistemas regionales; 
XV. Quien haga uso de los recursos naturales o 
realice obras o actividades que directa o 
indirectamente afecten al ambiente, está obligado a 
prevenir, minimizar o reparar los costos ambientales 
que dicha afectación implique. Asimismo, debe 
incentivarse a quien proteja al ambiente y aproveche de 
manera sustentable los recursos naturales; 
XVI. La participación de las comunidades,  en la 
protección, prevención, uso y aprovechamiento 
sustentable de los recursos naturales y la salvaguarda y 
uso de la biodiversidad, de acuerdo a lo que determine 
El presente Reglamento y otros ordenamientos 
aplicables; y  

XVII. No deberá anteponerse el beneficio particular por 
sobre el derecho de la sociedad a un ambiente sano y el 
equilibrio de los ecosistemas en su totalidad, en parte de 
los mismos o de sus componentes. 
 
 
CAPITULO VI 
De los instrumentos de la política ambiental. 
SECCION PRIMERA 
De la planeación ambiental. 
 
Artículo 21º. Para cumplir con los objetivos de la 
conservación permanente del equilibrio de los 
ecosistemas, se observarán las siguientes estrategias 
generales en la planeación del desarrollo del estado, de 
conformidad con esta ley y las demás disposiciones 
aplicables: 
I. Estrategia de desarrollo sustentable: Que comprende 
planificar con base en el ordenamiento ecológico del 
territorio, realizado a escalas que permitan la 
planificación municipal, la conversión de los sistemas 
productivos esquilmantes a sustentables, la 
transformación limpia de la materia prima, y el reciclaje 
de energía basada en el aprovechamiento sustentable 
de los residuos y ahorro energético; 
II. Estrategia de administración pública vinculada y 
federalista: Soportada en la operación coordinada de las 
diferentes instancias de gobierno en materia de 
protección al ambiente y normatividad actualizada, 
dinámica, justa y eficaz; y 
III. Estrategia de protección ambiental permanente: A 
través del rescate de la calidad de vida, rehabilitando, 
restaurando y preservando los ecosistemas, 
promoviendo la salud ambiental, previniendo, 
controlando y atenuando la contaminación, la 
recuperación de habitabilidad, estableciendo modelos de 
desarrollo urbano con criterios ambientales, el 
fortalecimiento permanente de la gestión ambiental, 
promoviendo la educación ambiental en todos los niveles 
y gestionando la investigación aplicada, en primera 
instancia, a la solución de problemas ambientales 
puntuales en el municipio. 
Artículo 22. El gobierno municipal, por conducto de las 
dependencias y organismos correspondientes, 
promoverá el desarrollo sustentable con la participación 
de los distintos grupos sociales, mediante la elaboración 
de los programas que tengan por objeto el 
aprovechamiento de los recursos naturales, la 
preservación y restauración del equilibrio ecológico y la 
protección al ambiente, según lo establecido en esta ley 
y las demás aplicables. 
 
CAPITULO VII 
De los instrumentos económicos. 
 
Artículos 23. El Gobierno municipal, diseñará, 
desarrollará y aplicarán instrumentos económicos que 
incentiven el cumplimiento de los objetivos de la política 
ambiental, mediante los cuales se buscará: 
I. Promover un cambio en la conducta de las personas 
que realicen actividades agropecuarias, industriales, 
comerciales y de servicios, de tal manera que la 
satisfacción de los intereses particulares sea compatible 
con la de los intereses colectivos de protección 
ambiental y de desarrollo sustentable; 
II. Fomentar la incorporación a los sistemas económicos 
de información confiable y suficiente sobre las 
consecuencias, beneficios y costos ambientales de los 
procesos de desarrollo; 



 

III. Promover incentivos para quien realice acciones para 
la protección, preservación o restauración del equilibrio 
ecológico; 
IV. Promover una mayor equidad social en la distribución 
de costos y beneficios asociados a los objetivos de la 
política ambiental; y 
V. Procurar su utilización conjunta con otros 
instrumentos de política ambiental, en especial, cuando 
se trate de observar umbrales o límites de la utilización 
de ecosistemas, de tal manera que se garantice su 
integridad y equilibrios, la salud y el bienestar de la 
población. 
 
Artículo 24. Se consideran instrumentos económicos los 
mecanismos normativos y administrativos de carácter 
fiscal, financiero o de mercado, mediante los cuales las 
personas asumen los beneficios y costos ambientales 
que generan sus actividades económicas, 
conduciéndolas a realizar acciones que favorezcan al 
ambiente. Se consideran instrumentos económicos de 
carácter fiscal, los gravámenes, beneficios y estímulos 
fiscales que se expidan de acuerdo a las leyes fiscales 
respectivas y que tengan por finalidad incentivar el 
cumplimiento de los objetivos de la política ambiental. En 
ningún caso, estos instrumentos se establecerán con 
fines exclusivamente recaudatorios. Son instrumentos 
financieros los créditos, las fianzas, los seguros de 
responsabilidad civil, los fondos y los fideicomisos, 
cuando sus objetivos estén dirigidos, en primer término, 
a la preservación, protección, restauración o 
aprovechamiento sustentable de los recursos naturales y 
al ambiente, así como el financiamiento de programas, 
proyectos, estudios e investigación científica y 
tecnológica para la preservación del equilibrio ecológico 
y protección al ambiente, principalmente aquella 
relacionada con la solución de problemas ambientales 
prioritarios para el municipio y el estado. Son 
instrumentos de mercado las concesiones, 
autorizaciones, licencias y permisos que corresponden a 
volúmenes preestablecidos de emisiones de 
contaminantes en el aire, agua o suelo, o bien, que 
establecen los límites de aprovechamiento de recursos 
naturales, o de construcción en áreas naturales 
protegidas o en zonas cuya preservación y protección se 
considera relevante desde el punto de vista ambiental. 
Las prerrogativas derivadas de los instrumentos 
económicos de mercado serán transferibles, no 
gravables y quedarán sujetos al interés público y al 
aprovechamiento sustentable de los recursos naturales. 
 
Artículo 25. Se consideran prioritarias, para el efecto del 
otorgamiento de los beneficios y estímulos fiscales que 
se establezcan conforme a las leyes fiscales respectivas, 
las actividades relacionadas con: 
I. La investigación, incorporación o utilización de 
mecanismos, equipos y tecnologías que tengan por 
objeto evitar, reducir y controlar la contaminación o 
deterioro ambiental, así como el uso sustentable de los 
recursos naturales y la energía; 
II. La investigación e incorporación de sistemas de 
ahorro de energía y utilización de fuentes de energía 
menos contaminantes; 
III. El ahorro y aprovechamiento sustentable y la 
prevención y contaminación del agua; 
IV. La ubicación y reubicación de instalaciones 
agropecuarias, industriales, comerciales y de servicios 
en áreas ambientales adecuadas; 
V. El establecimiento, aprovechamiento y vigilancia de 
áreas naturales sometidas a las categorías especiales 

de protección a las que se refiere esta la ley en la 
materia; 
VI. La adquisición, instalación y operación de equipos 
para la prevención y disminución de las emisiones 
contaminantes a la atmósfera, así como cualquier otra 
actividad que tienda a mejorar la calidad del aire; 
VII. La prevención y disminución de los residuos sólidos 
industriales y municipales, así como el fomento de la 
recuperación, reutilización, reciclaje y disposición final de 
los mismos, siempre y cuando se prevenga y disminuya 
la contaminación ambiental; y 
VIII. En general, aquellas actividades relacionadas con la 
preservación y restauración 
del equilibrio ecológico y la protección al ambiente. 
 
 
 
 
 
CAPITULO VIII 
Del ordenamiento ecológico. 
 
Artículo 26. La elaboración y expedición del 
ordenamiento municipal de ecología, así como de sus 
planes de desarrollo se llevara acabo, atendiendo las 
condiciones ambientales actualizadas y exactas de su 
superficie. 
 
Artículo 27. La elaboración de los ordenamientos 
ecológicos, se sustentará en los siguientes criterios: 
I. La naturaleza y características de cada ecosistema,  
II. La vocación de cada zona, en función de sus recursos 
naturales, la distribución de la población y las 
actividades económicas predominantes; 
III. Los desequilibrios existentes en los ecosistemas, por 
efecto de los asentamientos humanos, de las actividades 
económicas, o de otras actividades humanas o 
fenómenos naturales; 
IV. El equilibrio que debe existir entre los asentamientos 
humanos y sus condiciones ambientales; 
V. El impacto ambiental de nuevos asentamientos 
humanos, obras o actividades agropecuarias, 
industriales, comerciales o de servicios; 
VI. La capacidad de amortiguamiento de los 
ecosistemas; y 
VII. La fragilidad ambiental de los ecosistemas. 
 
Artículo 28. Terminados los trabajos de elaboración de 
los ordenamientos ecológicos este deberá ser sometido 
a consulta pública, previo a su declaratoria y expedición 
correspondientes. Los criterios emanados de los mismos 
serán obligatorios a partir del día siguiente de su 
publicación  
 
Artículo 29. Para dar cumplimiento a lo establecido en 
el artículo anterior, el gobierno municipal deberá 
promover, la participación de grupos y organizaciones 
sociales y empresariales, instituciones académicas y de 
investigación y demás personas interesadas, de 
conformidad con lo establecido en la ley en la materia, 
así como en las demás disposiciones aplicables. 
 
Artículo 30. El ordenamiento ecológico municipal será 
considerados en la regulación del aprovechamiento de 
los recursos naturales, de la localización de la actividad 
productiva secundaria y de los asentamientos humanos, 
conforme a las siguientes bases: 
 



 

I. En cuanto al aprovechamiento de los recursos 
naturales, los ordenamientos ecológicos serán 
considerados en: 
a) La realización de obras públicas y privadas que 
impliquen el aprovechamiento de recursos naturales; y 
II. En cuanto a la localización de la actividad productiva 
secundaria y de los servicios, 
los ordenamientos ecológicos serán considerados en: 
a) La realización de obras públicas o privadas 
susceptibles de influir en la localización de las 
actividades productivas; 
b) El financiamiento a las actividades económicas para 
inducir su adecuada localización y, en su caso, su 
reubicación; y 
c) Las autorizaciones para la construcción y operación 
de plantas o establecimientos industriales, comerciales o 
de servicios; 
III. En lo que se refiere a los asentamientos humanos, 
los ordenamientos ecológicos serán considerados en: 
a) La fundación de nuevos centros de población; 
c) La ordenación urbana del territorio, y los programas 
de los gobiernos federal, estatal y municipales para 
infraestructura, equipamiento urbano y vivienda. 
 
CAPITULO IX 
De la evaluación del impacto ambiental. 
 
Artículo 31. La realización de obras o actividades 
públicas o privadas que puedan causar desequilibrios 
ecológicos, impactos al ambiente o rebasar los límites y 
condiciones señalados en los reglamentos, las normas 
oficiales emitidas por la federación y las disposiciones 
reglamentarias que al efecto expida el gobierno del 
estado, deberán de sujetarse a la autorización previa del 
gobierno del estado o de los gobiernos municipales, en 
el ámbito de sus respectivas competencias, 
siempre que no se trate de las obras o actividades de 
competencia federal, comprendidas en el artículo 28 de 
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente, ni de cualesquiera otras reservadas a la 
federación, sin perjuicio de las diversas autorizaciones 
que corresponda otorgar a las autoridades competentes. 
Cuando se trate de la evaluación del impacto ambiental, 
por la realización de obras o actividades que tengan por 
objeto el aprovechamiento de recursos naturales, la 
autoridad competente, requerirá a los interesados que, 
en el estudio de impacto ambiental correspondiente, se 
incluya la descripción de los posibles efectos de dichas 
obras o actividades en los elementos culturales y en el 
ecosistema de que se trate, considerando el conjunto de 
elementos que lo conforman, y no únicamente los 
recursos que serían sujetos de aprovechamiento. 
 
Artículo 32. Para la obtención de la autorización a que 
se refiere el artículo anterior, los interesados deberán 
presentar, ante la autoridad correspondiente, un estudio 
de impacto ambiental 
que, en su caso, deberá de ir acompañado de un estudio 
de riesgo ambiental de la obra, de sus modificaciones o 
de las actividades previstas, consistentes en las medidas 
técnicas preventivas y correctivas para mitigar los 
efectos adversos al equilibrio ecológico, durante su 
ejecución, operación normal y en caso de accidente, 
considerando las siguientes etapas: descripción del 
estado actual del ecosistema y, en su caso, del 
patrimonio cultural; diagnóstico ambiental y cultural; y 
proposición de enmiendas, mitigaciones, correcciones y 
alternativas, en las fases de preparación del sitio, 
operación del proyecto y el abandono o terminación del 
mismo, lo anterior, tomando en cuenta los subsistemas 

abiótico, biótico, perceptual y sociocultural, todo ello en 
el contexto de la cuenca hidrológica en el que se ubique. 
Los estudios únicamente podrán ser realizados por 
grupos multidisciplinarios, con conocimientos y 
experiencia en la gestión ambiental, quienes además, 
deberán de cumplir con los requisitos que se 
establezcan en el reglamento correspondiente. 
 
 
Artículo 33. Corresponderá a los gobiernos municipales, 
a través de los organismos o dependencias que los 
cabildos designen, evaluar el impacto ambiental 
respecto de las siguientes materias: 
 
I. Vías de comunicación y obras públicas municipales, 
que comprendan o se ubiquen exclusivamente en su 
jurisdicción; 
II. Desarrollos inmobiliarios y nuevos centros de 
población dentro del territorio municipal, que incidan en 
ecosistemas donde la regulación del impacto ambiental 
no se encuentra reservada a la federación, ni al gobierno 
del estado, siempre y cuando corresponda a reservas 
urbanas; 
III. Exploración, extracción y procesamiento de minerales 
y sustancias que constituyan depósito de naturaleza 
cuyo control no este reservado a la federación ni al 
gobierno del estado y se ubiquen exclusivamente en su 
jurisdicción, así como el funcionamiento de bancos de 
material; 
IV. Instalación y operación de establecimientos 
industriales, comerciales y de servicios que se ubiquen 
en su jurisdicción y cuya regulación no se encuentre 
reservada a la federación ni al gobierno del estado; y 
V. Las demás que no sean competencia de la federación 
ni del gobierno del estado. 
 
Artículo 34. Para llevar a cabo la evaluación del impacto 
ambiental, se requerirá la siguiente información, para 
cada obra o actividad: 
 
I. Su naturaleza, magnitud y ubicación; 
II. Su alcance en el contexto social, cultural, económico y 
ambiental, considerando la cuenca hidrológica donde se 
ubique; 
III. Sus efectos directos o indirectos en el corto, mediano 
o largo plazo, así como la acumulación y naturaleza de 
los mismos; y 
IV. Las medidas para evitar o mitigar los efectos 
adversos. 
 
Artículo 35. Una vez evaluado el estudio de impacto 
ambiental, en los términos previstos por los artículos 28 
y 29 de de la Ley. Estatal del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente del Estado de Jalisco, según 
corresponda, dictará la resolución respectiva, en la que 
podrá: 
I. Otorgar la autorización para la ejecución de la obra o 
la realización de la actividad de que se trate, en los 
términos solicitados; 
II. Negar dicha autorización; y 
III. Otorgar la autorización condicionada a la 
modificación del proyecto de la obra o actividad, a fin de 
que se eviten o atenúen los impactos ambientales 
adversos, susceptibles de ser producidos en la 
operación normal y aún en caso de accidente. Cuando 
se trate de autorizaciones condicionadas, la autoridad 
estatal o municipal, según corresponda, señalará los 
requerimientos que deban observarse para la ejecución 
de la obra o realización de la actividad prevista. 
 



 

Artículo 36. El gobierno municipal, podrá solicitar del 
gobierno estatal  federal, la asistencia técnica para la 
evaluación de los estudios de impacto ambiental o de 
riesgo  
 
CAPITULO X 
Áreas Naturales Protegidas. 
 
Artículo 37. La determinación de las áreas naturales 
protegidas de carácter municipal, tiene como objetivos: 
I. Preservar los ambientes naturales representativos de 
las diferentes regiones biogeográficas y ambientales, y 
de los ecosistemas más frágiles, para asegurar el 
equilibrio y la continuidad de los procesos evolutivos y 
ambientales; 
II. Asegurar el aprovechamiento sustentable de los 
ecosistemas y sus elementos; 
III. Proporcionar un campo adecuado para la 
investigación científica y el estudio de los ecosistemas y 
su equilibrio; 
IV. Generar conocimientos y tecnologías que permitan el 
aprovechamiento sustentable de los recursos naturales 
en el estado, así como su preservación; 
V. Coadyuvar a preservar la diversidad genética de las 
especies nativas de flora y fauna, silvestres y acuáticas, 
que habitan en las áreas naturales protegidas, 
particularmente las raras, endémicas, amenazadas o el 
peligro de extinción, de conformidad a las normas 
oficiales mexicanas aplicables; 
VI. Propiciar en parte o su totalidad, un espacio 
favorable para el desarrollo de la educación ambiental; 
VII. Proteger sitios escénicos de interés y valor histórico, 
cultural y arqueológico; 
VIII. Proteger y restaurar zonas de especial importancia 
por su valor hidrológico y forestal, que constituyan 
fuentes de servicios; y 
IX. Propiciar el ecoturismo, así como la recreación y el 
aprovechamiento formativo del tiempo libre de la 
población, conforme a criterios ambientales en las áreas 
naturales protegidas que sus elementos naturales lo 
permitan. 
 
Artículo 38. Se consideran áreas naturales protegidas, 
competencia de los gobiernos 
municipales: 
 
I. Los parques ecológicos municipales; 
II. Las zonas de preservación ecológica de los centros 
de población; 
III. Formaciones naturales de interés municipal; y 
IV. Áreas municipales de protección hidrológica. 
 
Artículo 39. En el establecimiento, administración y 
desarrollo de las áreas naturales protegidas a que se 
refieren los artículos anteriores, participarán los 
poseedores y propietarios de los terrenos, así como los 
habitantes del área en estudio, de conformidad con los 
acuerdos de concertación que al efecto se celebren, con 
el objeto de propiciar el desarrollo integral de las 
comunidades y asegurar la protección de los 
ecosistemas. 
 
Artículo 40. Las formaciones naturales son áreas que 
contienen uno o varios elementos naturales de 
importancia estatal, consistentes en lugares u objetos 
naturales que por su carácter único o excepcional, 
interés estético, valor histórico o cultural, o sean 
símbolos de identidad estatal, se incorporan a un 
régimen de protección. 
 

Artículo 41. Los parques ecológicos municipales son 
aquellas áreas de uso público, constituidas por los 
gobiernos municipales, que contienen representaciones 
biogeográficas en el ámbito municipal de uno o más 
ecosistemas, cuya belleza escénica es representativa, 
tienen valor científico, educativo y de recreo, y valor 
histórico para el municipio, por la existencia de flora y 
fauna y sus posibilidades de uso ecoturístico. En los 
parques ecológicos municipales solo podrá permitirse la 
realización de actividades relacionadas con la protección 
de sus recursos naturales, el incremento de su flora y 
fauna y en general con la preservación de los 
ecosistemas y sus elementos, así como con la 
investigación, recreación, ecoturismo y educación 
ambiental. 
 
Artículo 42. Las zonas de preservación ecológica de los 
centros de población, son aquellas áreas de uso público, 
constituidas por los gobiernos municipales, en los 
centros de población, para sostener y preservar el 
equilibrio de las áreas urbanas e industriales, entre las 
construcciones, equipamientos e instalaciones 
respectivas, y los elementos de la naturaleza, de manera 
que se fomente un ambiente sano, el esparcimiento de 
la población y los valores artísticos, históricos y de 
belleza natural de interés municipal. 
 
Artículo 43. Las formaciones naturales de interés 
municipal, son aquellas áreas que contienen uno o 
varios elementos naturales de importancia municipal, 
consistentes en lugares u objetos naturales que por su 
carácter único o excepcional, interés estético, valor 
histórico o cultural, o sean símbolos de identidad 
municipal, se incorporan a un régimen de protección.  
 
Artículo 44 . Las áreas municipales de protección 
hidrológica son aquellas destinadas a la preservación de 
ríos, manantiales y aguas subterráneas, a través de la 
protección de cuencas, áreas boscosas, llanuras y todas 
aquellas áreas que tengan impacto en las fuentes de 
producción y/o abastecimiento de agua, ubicadas en el 
territorio de un municipio. 
 
CAPITULO XI 
De las declaratorias para el establecimiento, 
conservación, administración, 
desarrollo y vigilancia de áreas naturales protegidas. 
 
Artículo 54º. Las áreas naturales protegidas de 
competencia municipal se establecerán mediante 
iniciativa del municipio correspondiente y decreto del 
congreso del estado. Las declaratorias se harán 
conforme a éste y los demás ordenamientos aplicables. 
Cabe señalar que cualquier persona física o moral, 
pública o privada, podrá proponer la declaratoria de 
alguna área natural protegida, solicitando formalmente el 
apoyo del gobierno del estado o del gobierno municipal 
de que se trate, según corresponda. 
 
Artículo 45. Las declaratorias deberán publicarse en el 
Periódico Oficial El Estado de Jalisco, por una sola vez, 
y se inscribirán o incorporarán en él o los registros 
públicos de la propiedad que correspondan, y se 
notificarán a los propietarios o poseedores de los predios 
afectados, en forma personal, cuando se conocieren sus 
domicilios; En caso contrario, se hará una segunda 
publicación, la cual surtirá efectos de notificación. 
 
Artículo 46. Una vez decretada y delimitada un área 
natural protegida, sólo podrá ser aumentada su 



 

extensión y, en su caso, se podrán cambiar las 
restricciones de usos del suelo por la autoridad que la 
haya establecido, de conformidad con los estudios que 
al efecto se realicen para aumentar su extensión o para 
cambiar las restricciones de usos del suelo. 
 
Artículo 47. En el otorgamiento o expedición de 
permisos, licencias, concesiones o, en general, de 
autorizaciones a que se sujetaren la exploración, 
explotación o aprovechamiento de recursos en áreas 
naturales protegidas, se observarán las disposiciones de 
El presente Reglamento, las leyes en que se 
fundamenten las declaratorias de creación 
correspondiente, así como las prevenciones de las 
propias declaratorias y su programa de 
aprovechamiento. 
El solicitante deberá, en tales casos, demostrar ante la 
autoridad competente, su capacidad técnica y 
económica para llevar a cabo la exploración, explotación 
y aprovechamiento de que se trate, sin causar deterioro 
al equilibrio ecológico. El gobierno del estado o los 
gobiernos municipales, tomando como base los estudios 
técnicos y socioeconómicos practicados, podrán ordenar 
la cancelación o renovación del permiso, licencia, 
concesión o autorización correspondiente, que hubiese 
sido otorgado de conformidad al ámbito de su 
competencia, cuando la exploración, explotación o 
aprovechamiento de recursos ocasione o pueda 
ocasionar deterioro al equilibrio ecológico. En el caso de 
áreas naturales protegidas de carácter federal, deberá 
sugerirle a la federación lo conducente. 
. 
Artículo 48. Los programas de aprovechamiento de las 
áreas naturales protegidas de competencia municipal, 
deberán contener, por lo menos, la siguiente 
información: 
 
I. La justificación, mencionando el criterio bajo el cual se 
propone la declaratoria, sea esta por singularidades 
biogeográficas, por el número de endemismos, la 
división de especies, la existencia de paisajes naturales 
o recursos hidráulicos en la cuenca hidrológica en la que 
se ubica el área y los elementos culturales; 
II. Los objetivos específicos del área natural protegida; 
III. Las acciones a realizar en el corto, mediano y largo 
plazo, entre las que se comprenderán la investigación, el 
uso de recursos naturales, y la extensión, difusión, 
operación, coordinación, seguimiento y control; 
IV. La descripción y diagnóstico actual de las 
características físicas, biológicas, sociales y culturales 
del área en el contexto estatal, municipal y, en su caso, 
nacional, así como el análisis de la situación que guarda 
la tenencia de la tierra en la superficie respectiva; 
V. La delimitación del área con coordenadas geográficas 
de todos los vértices de sus perímetros; 
VI. Las normas oficiales mexicanas aplicables, cuando 
corresponda, para el aprovechamiento de los recursos 
naturales, las cortas sanitarias de cultivo y domésticas, 
así como aquéllas destinadas a evitar la contaminación 
del suelo y de las aguas, y las prácticas agronómicas 
que propicien el aprovechamiento sustentable de los 
recursos; 
VII. Los beneficios concretos que serán derramados 
socialmente en su área física, así como su influencia 
directa e indirecta; y 
VIII. Las propuestas de esquemas de financiamiento 
para la gestión del área. 
 
Artículo 49. Todos los actos, convenios y contratos 
relativos a la propiedad, posesión o cualquier derecho 

relacionado con bienes inmuebles ubicados en áreas 
naturales protegidas, deberán contener referencia de la 
declaratoria correspondiente y de sus datos de 
inscripción o incorporación en el registro público de la 
propiedad. 
Los notarios o los fedatarios públicos, sólo podrán 
autorizar las escrituras públicas, actos, convenios o 
contratos en los que intervengan, cuando se cumpla con 
lo dispuesto en el presente artículo. Será nulo todo acto, 
convenio o contrato que contravenga lo que en la 
mencionada declaratoria se establezca. 
 
CAPITULO XII 
Conservación y Aprovechamiento Sustentable de los 
Elementos Naturales 
 
De la conservación y aprovechamiento sustentable 
del agua y los ecosistemas acuáticos. 
 
Artículo 50. Para la conservación y el aprovechamiento 
sustentable del agua y los ecosistemas acuáticos, en el 
ámbito de competencia municipal, según corresponda, 
se considerarán los siguientes criterios: 
I. Corresponde al gobierno municipal, así como a la 
sociedad, la protección de los ecosistemas acuáticos y la 
conservación de los elementos naturales que intervienen 
en el ciclo hidrológico;  
II. El aprovechamiento de los recursos naturales que 
comprenden los ecosistemas acuáticos, debe realizarse 
de manera que no se afecte su naturaleza; y 
III. Para la conservación de los elementos naturales que 
intervienen en el ciclo hidrológico, se deberá considerar 
la protección de suelos y áreas boscosas y selváticas, y 
el mantenimiento de caudales básicos ambientales de 
las corrientes de aguas, así como la capacidad de 
recarga de los acuíferos. 
 
Artículo 51. El gobierno municipal, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, aplicarán las normas oficiales 
mexicanas que correspondan, para el establecimiento y 
aprovechamiento de zonas de protección de ríos, 
arroyos, manantiales, lagos, embalses, depósitos, así 
como fuentes de abastecimiento de agua para el servicio 
de las poblaciones y actividades productivas, agrícolas, 
pecuarias, pesqueras, de acuacultura e industriales, y 
participarán en el establecimiento de reservas de agua 
para la conservación de ecosistemas acuáticos y para el 
uso y consumo humano. 
Artículo 52. Con el propósito de asegurar la 
disponibilidad del agua y abatir los niveles de 
desperdicio, el gobierno municipal, promoverá el 
tratamiento de aguas residuales y su re uso, así como el 
aprovechamiento de las aguas pluviales por medio de 
pozos de absorción, con el propósito de recargar los 
mantos acuíferos y establecer el aislamiento de los 
sistemas de drenaje y alcantarillado de las aguas 
pluviales, y asegurar su correcto aprovechamiento. 
. 
CAPITULO XIII 
Protección al Ambiente 
 
TITULO PRIMERO 
De la prevención y control de la contaminación 
atmosférica. 
 
Artículo 53. Para la protección de la atmósfera, se 
considerarán los siguientes criterios: 
I. La calidad del aire deberá ser satisfactoria en todos los 
asentamientos humanos y regiones del municipio; y 



 

II. Las emisiones de contaminantes a la atmósfera, en el 
municipio, sean de fuentes fijas o móviles, deberán de 
ser reducidas y controladas para asegurar una calidad 
del aire satisfactoria para el bienestar de la población y 
el equilibrio ecológico. 
III. Convendrán y, de resultar necesario, ordenarán a 
quienes realicen actividades contaminantes, la 
instalación de equipos o sistemas de control de 
emisiones, cuando se trate de actividades de jurisdicción 
local, y promoverán, ante la federación, dicha 
instalación, en los casos de jurisdicción federal, cuando 
se rebasen los límites establecidos en las normas 
oficiales mexicanas correspondientes; 

TITULO SEGUNDO 

Protección contra la contaminación visual o 
producida por olores, ruidos, vibraciones, 
radiaciones u otros agentes vectores de energía   

Articulo 54.-El Ayuntamiento, a través de la Dirección 
General de Desarrollo Urbano y Ecología, establecerá 
los procedimientos tendientes a prevenir y controlar la 
contaminación visual y la provocada por olores, ruidos, 
vibraciones, gases de invernadero y energía térmica o 
lumínica. Para ello deberá considerarse que: 

La contaminación que es generada por los gases de 
invernadero, olores, ruidos, vibraciones, energía térmica 
y lumínica, entre otros, debe ser regulada para evitar 
que rebasen los límites máximos de tolerancia humana 
y, en su caso, aplicar las sanciones de toda acción que 
contribuya a la generación de las emisiones 
contaminantes antes mencionadas. 

Articulo 55.- Toda persona física o moral, pública o 
privada, que realice actividades industriales, 
comerciales, de servicios o de cualquier otro  tipo, que 
por su naturaleza produzcan emisiones de olores, 
ruidos, vibraciones, energía térmica, lumínica o gases de 
invernadero y que estén afectando a la población, 
deberán establecer medidas correctivas, instalar 
dispositivos y aislamientos necesarios para reducir 
dichas emisiones a niveles tolerables, y de no ser 
suficiente lo anterior, el Ayuntamiento podrá reubicarla o 
cancelar la licencia de uso específico de suelo. 

Articulo 56.- No se autorizará en las zonas 
habitacionales o colindantes a ellas, así como cerca de 
centros escolares y hospitalarios, la creación de 
establecimientos comerciales, industriales, de servicios y 
de cualquier otro giro que por sus emisiones y olores, 
ruidos, vibraciones, energía térmica y lumínica, puedan 
ocasionar molestias a la población.  

TITULO TERCERO  

Protección de la flora, fauna silvestre y acuática  

 Articulo 57.- El Ayuntamiento con el propósito de 
proteger la flora, fauna silvestre y acuática que existe 
dentro del Municipio, se coordinará con las autoridades 
competentes estatales y federales para: 

I. Hacer cumplir el establecimiento modificación o 
levantamiento de las vedas de flora y fauna silvestre, y 
acuática dentro del territorio municipal. 

II. Vigilar y controlar el aprovechamiento de recursos 
naturales, en áreas que sean el hábitat de especies de 
flora y fauna silvestre y acuática, especialmente las 
endémicas, amenazadas o en peligro de extinción 
existentes en el Municipio. 

III. Elaborar y/o actualizar un inventario de las especies 
de flora y fauna silvestres y acuáticas existentes en el 
Municipio.   

CAPITULO XIV 

Prohibiciones y obligaciones de la ciudadanía   

Articulo 58. Queda prohibido a las personas físicas y 
morales depositar basura en lotes baldíos, predios, vía 
pública o áreas de uso público, que traigan como 
consecuencia la contaminación del ambiente y la 
proliferación de la fauna nociva en la jurisdicción del 
Municipio. 

 Articulo 59. Queda prohibida a las personas físicas y 
morales la descarga de aguas residuales, sin previo 
tratamiento a las redes recolectoras, ríos, cuencas, 
vasos y demás depósitos o corrientes de agua, o infiltrar 
en terrenos aguas residuales que contengan 
contaminantes, desechos o cualquier otra sustancia 
dañina para la salud de las personas, flora, fauna o 
bienes que se encuentren en el territorio municipal.   

Articulo 60. Queda prohibida a las personas físicas y 
morales la combustión de basura o cualquier desecho 
sólido que traiga como consecuencia el desequilibrio 
ecológico y la contaminación del medio en la jurisdicción 
del Municipio.   

Articulo 61. Queda prohibida a las personas físicas y 
morales la edificación o construcción en 
zonas  ecológicas o arqueológicas comprendidas dentro 
del Municipio.   

Articulo 62. Queda prohibido a las personas físicas y 
morales rebasar los límites permisibles de ruidos, 
vibraciones, energía térmica y luminosa, vapores, gases, 
humos, olores y otros elementos degradantes que 
perjudiquen el equilibrio ecológico y el ambiente en la 
jurisdicción del Municipio, según lo prevé la Ley General 
de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente.   

Articulo 63. Se prohíbe a los habitantes del Municipio, 
así como a los establecimientos industriales, 
comerciales o de servicios, la descarga de 
contaminantes que alteren la atmósfera, así como tirar 
desechos o desperdicios consistentes en aceites, 
gasolina o cualquier otro en las atarjeas.   

Articulo 64. Se prohíbe a las personas físicas y morales 
la realización de obras y actividades públicas o privadas 
que puedan causar desequilibrio ecológico o perjuicio al 
ambiente. 



 

Articulo 65. Es obligación de la ciudadanía respetar las 
medidas que el Ayuntamiento ha determinado para la 
preservación, restauración y mejoramiento de la calidad 
ambiental, preservación de los recursos naturales y para 
la preservación y control del equilibrio ecológico. 

 Articulo 66. Es obligación de la ciudadanía coadyuvar 
con las autoridades del Ayuntamiento en la preservación 
de bosques y evitar la tala clandestina y el deterioro de 
áreas verdes, denunciando a la persona o personas que 
incurran en estos delitos. 

Articulo 67.  Tomando como base el articulo 5º de LEY 
GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA 
PROTECCIÓN AL AMBIENTE del estado de Jalisco 
donde se señala como competencia de los gobiernos 
Municipales en su punto  XXXIII. Inspeccionar, vigilar, e 
imponer sanciones, en los asuntos de sus competencias, 
en cumplimiento de las disposiciones establecidas en 
esta ley; y el capitulo V de la Política Ambiental Articulo 
9 Puntos  del I al XVII de la misma, Es Obligación de los 
propietarios de predios con recursos forestales y 
madereros explotables presentar ante el Sindico 
Municipal los permisos y guías de Tala correspondientes 
así como las fechas en que se realizara esta actividad El 
Sindico Municipal validara sellara y registrara los mismos 
en el Ayuntamiento reportando estos al comité municipal 
de ecología, los elementos de Seguridad Pública Estatal 
y Municipal están facultados para solicitar los permisos y 
guías correspondientes quienes reportaran a la 
autoridad competente las irregularidades e ilícitos 
detectados evitando así la reutilización de permisos y la 
sobre explotación de recursos forestales y madereros en 
el municipio. 
 
Articulo 68. Es obligación de los propietarios de predios 
con recursos forestales y madereros la reforestación y 
cuidado de las zonas explotadas bajo la supervisión del 
Ayuntamiento y el comité de ecología municipal, en caso 
de no realizarse la reforestación en un periodo máximo 
de 6 meses después de haber realizado el corte se 
impondrá una sanción equivalente de 100 a 5000 
Salarios mínimos de la zona. 
 
Articulo 69. Los cambios de uso de suelo quedaran 
supeditados al dictamen de impacto ambiental, la 
conservación y respeto a la ecología y el desarrollo 
armónico y sustentable de la región. 

Articulo 70. Es obligación de los establecimientos 
industriales, comerciales o de servicios que generen 
emisiones a la atmósfera y/o descarga de aguas 
servidas a la red municipal de drenaje, presentar él o los 
análisis de la autoridad competente en los términos  que 
señalen las leyes o reglamentos aplicables en la materia. 

Articulo 71. Es obligación de los establecimientos 
industriales, comerciales o de servicios presentar a la 
autoridad municipal el comprobante de la disposición 
final de sus desechos sólidos, o bien el manifiesto 
tratándose de residuos peligrosos.   

Articulo 72. Es obligación de los dueños y/o encargados 
de talleres y servicios del ramo automotriz, contar 
necesariamente con un área específica para el lavado 
de piezas, y vigilar que el almacenamiento de desechos 
sólidos se encuentre resguardado bajo techo.   

Articulo 73. Es obligación de las personas físicas y 
morales que realicen ferias, exposiciones y espectáculos 
públicos, proporcionar a los asistentes servicios 
sanitarios y contenedores para el depósito de desechos 
sólidos.   

CAPITULO XV 
Medidas de Control y Seguridad y Sanciones 
 
TITULO PRIMERO 
Disposiciones generales. 
 
Artículo 74. Las disposiciones de este título se aplicarán 
en la realización de actos de inspección y vigilancia, 
ejecución de medidas de seguridad; determinación de 
infracciones administrativas y de comisión de delitos y 
sus sanciones, y procedimientos y recursos 
administrativos, cuando se trate de asuntos de 
competencia municipal . 
 
Artículo 75. En aquellos casos en que medie una 
situación de emergencia o urgencia, la autoridad 
competente podrá efectuar debidamente fundados y 
motivados los actos y diligencias que sean necesarios 
sin sujetarse a los requisitos y formalidades del 
procedimiento previstos en esta ley, respetando en todo 
caso las garantías individuales de los particulares. 
 
Artículo 76. Las actuaciones del gobierno municipal en 
los procedimientos administrativos regulados por este 
reglamento, se desarrollarán con arreglo a los principios 
de economía, celeridad, eficacia, legalidad, publicidad y 
buena fe. 
 
Artículo 77. Las promociones deberán hacerse por 
escrito, en el que se precisará el nombre, denominación 
o razón social de quien o quienes promuevan, en su 
caso, de su representante legal, domicilio para oír y 
recibir notificaciones dentro de la jurisdicción territorial 
de la autoridad competente, así como nombre de la 
persona o personas autorizadas para recibirlas, la 
petición que se formula, los hechos o razones que dan 
motivo a la petición, el órgano administrativo a que se 
dirigen y lugar y fecha de su emisión. El escrito deberá 
estar firmado por el interesado o su representante legal, 
a menos que no sepa o no pueda firmar, caso en el cual, 
se imprimirá su huella digital. El promovente deberá 
adjuntar a su escrito los documentos que acrediten su 
personalidad, así como los que en cada caso sean 
requeridos por esta ley y los ordenamientos que de ella 
se deriven. 
 
Artículo 78. Los promoventes con capacidad de 
ejercicio podrán actuar por sí, o por medio de un 
representante o apoderado. La representación de las 
personas físicas o morales, públicas o privadas, ante el 
gobierno municipal para formular solicitudes, participar 
en el procedimiento administrativo, interponer recursos, 
desistirse y renunciar a derechos, deberán acreditarse 
mediante instrumento público, y en el caso de personas 
físicas, también mediante carta poder firmada ante dos 
testigos y ratificadas las firmas del otorgante y testigos, 
ante las propias autoridades o fedatario público, o 
declaración en comparecencia personal del interesado. 
Sin perjuicio de lo anterior, el interesado o su 
representante legal, mediante escrito firmado, podrá 
autorizar a la persona o personas que estime pertinentes 
para oír y recibir notificaciones, realizar trámites, 
gestiones y comparecencias que fuesen necesarias para 



 

la tramitación del procedimiento, incluyendo la 
interposición del recurso de revisión. 
 
Artículo 79. Las actuaciones y diligencias 
administrativas, se practicarán en días y horas hábiles. 
En los plazos fijados en días no se contarán los 
inhábiles. No se considerarán días hábiles: los sábados, 
los domingos, así como los días en que tengan 
vacaciones generales las autoridades competentes o 
aquellos en que se suspendan las labores por mandato 
oficial, los que se harán del 
conocimiento del público mediante acuerdo del titular de 
la dependencia respectiva, que se publique en el 
Periódico Oficial El Estado de Jalisco. 
Los términos podrán suspenderse por causa de fuerza 
mayor o caso fortuito, debidamente fundado 
y motivado por la autoridad competente. La autoridad 
podrá, de oficio o a petición de parte interesada, habilitar 
días inhábiles, cuando así lo requiera el asunto. 
 
Artículo 80. En los plazos establecidos por periodos, se 
computarán todos los días, cuando se fijen por mes o 
por año, se entenderá que el plazo concluye el mismo 
número de día del mes o año de calendario que 
corresponda, respectivamente; cuando no exista el 
mismo número de día en el mes de calendario, el 
término será el primer día hábil del siguiente mes de 
calendario. 
Si el último día del plazo o la fecha determinada es 
inhábil, o las oficinas de la autoridad ante las que se 
vaya a hacer el trámite permanecen cerradas durante el 
horario normal de labores, se prorrogará el plazo hasta 
el siguiente día hábil. 
 
Artículo 81. Las diligencia o actuaciones de las 
autoridades se efectuarán conforme a los horarios 
establecidos en el gobiernos municipal de 8:00 a 18:00 
horas. Una diligencia iniciada en horas hábiles podrá 
concluirse en hora inhábil sin afectar su validez. 
El gobierno municipal, en caso de urgencia o de existir 
causa justificada, podrán habilitar horas inhábiles 
cuando la persona con quien se vaya a practicar la 
diligencia realice actividades objeto de investigación en 
tales horas. 
 
Artículo 82. Sin perjuicio de lo establecido en otras 
leyes, el gobierno municipal, de oficio o a petición de 
parte interesada, podrán ampliar los términos y plazos 
establecidos, sin que dicha ampliación exceda en ningún 
caso, de la mitad del plazo previsto originalmente, 
cuando así lo exija el asunto y no se perjudiquen los 
derechos de los interesados o de terceros. 
 
Artículo 83. Para efectos de las notificaciones, 
citaciones, emplazamientos, requerimientos, visitas e 
informes, a falta de términos o plazos establecidos en 
este reglamento y demás relativas, para la realización de 
trámites, aquellos no excederán de diez días hábiles. La 
autoridad competente deberá de hacer del conocimiento 
del interesado dicho plazo. 
 
Artículo 84. Las notificaciones, citatorios, 
emplazamientos, requerimientos, solicitud de informes o 
documentos y las resoluciones administrativas definitivas 
surtirán efectos a partir del día siguiente hábil de su 
notificación y podrán realizarse: 
I. Personalmente con quien deba de entenderse la 
diligencia, en el domicilio del interesado; 
II. Mediante oficio entregado por mensajería o correo 
certificado con acuse de recibo, telefax o cualquier otro 

medio por el que se pueda comprobar fehacientemente 
la recepción del mismo; 
III. Por estrados que se publicarán en las oficinas de la 
autoridad competente en lugar visible al público, cuando 
se desconozca el domicilio del interesado o, en caso de 
que la persona a quien deba de notificarse haya 
desaparecido, se ignore su paradero o cuando no tenga 
señalado domicilio dentro de la jurisdicción territorial de 
la autoridad competente; y 
IV. Por edictos, cuando la persona a quien deba de 
notificarse, se encuentre en el extranjero, sin haber 
dejado representante legal. 
Tratándose de actos distintos a los señalados 
anteriormente, las notificaciones podrán realizarse por 
correo ordinario, mensajería, telegrama o telefax. 
 
Artículo 85. Las notificaciones personales se harán en 
el domicilio del interesado o en el último domicilio que la 
persona a quien se deba notificar haya señalado ante la 
autoridad competente en el procedimiento. En todo caso, 
el notificador deberá cerciorarse del domicilio del  
interesado y deberá de entregar el acto que se notifique 
y señalará la fecha y hora en que la notificación se 
efectúa, recabando el nombre y la firma de la persona 
con quien se entienda la diligencia. Si esta se niega a 
firmar, se hará constar en el acta de notificación, sin que 
ello afecte su validez. 
Las notificaciones personales se entenderán con la 
persona que deba ser notificada o su representante 
legal, a falta de ambos, el notificador dejará citatorio con 
cualquier persona que se encuentre en el domicilio, para 
que el interesado se presente en un término no mayor 
de cinco días 
hábiles contados a partir del día siguiente en que se 
haya formulado el citatorio, en las oficinas de la 
autoridad competente, a fin de que se efectúe la 
notificación correspondiente. Si el domicilio se 
encontrase cerrado, el citatorio se dejará con el vecino 
más inmediato. 
Si la persona a quien deba de notificarse no atiende el 
citatorio, la notificación surtirá efectos por estrado que se 
publique y fije en lugar visible al público en las oficinas 
de la autoridad competente, previo acuerdo que así lo 
haga constar. 
De las diligencias en que conste la notificación, el 
notificador tomará razón por escrito. 
 
TITULO SEGUNDO 
Del procedimiento de inspección y vigilancia. 
 
Artículo 86. El gobierno municipal, en el ámbito de su 
respectiva competencia, realizará los actos de 
inspección y vigilancia del cumplimiento de las 
disposiciones contenidas en el presente ordenamiento, 
así como de las que del mismo se deriven. 
 
Artículo 87. El gobierno municipal, en el ámbito de su 
competencia, realizarán, por conducto del personal 
debidamente autorizado, visitas de inspección, sin 
perjuicio de otras medidas previstas en las leyes que 
puedan llevar a cabo para verificar el cumplimiento de 
éste ordenamiento. 
El personal autorizado, al practicar las visitas de 
inspección, deberá estar provisto del documento oficial 
que lo acredite o autorice a practicar la inspección, así 
como de la orden escrita debidamente fundada y 
motivada, expedida por autoridad y funcionario 
competente, en la que se precisará el lugar o zona que 
habrá de inspeccionarse, el objeto de la diligencia y el 
alcance de ésta. 



 

 
Artículo 88. El personal autorizado, al iniciar la 
inspección, se identificará debidamente con la persona 
con quien se entienda la diligencia, exhibirá la orden 
respectiva y le entregará copia de la misma con firma 
autógrafa, requiriéndola para que en el acto designe dos 
testigos, los cuales, junto con quien atienda la 
inspección, se identificarán. 
En caso de negativa o de que los designados no 
acepten fungir como testigos, el personal autorizado 
podrá designarlos, haciendo constar esta situación en el 
acta administrativa que al efecto se levante, sin que esta 
circunstancia invalide los efectos de la inspección. 
 
Artículo 89. En toda visita de inspección se levantará 
acta administrativa, en la que se asentarán, en forma 
circunstanciada, los hechos u omisiones que se 
hubiesen presentado durante la diligencia, haciéndose 
constar: 
 
I. Nombre, denominación o razón social del 
inspeccionado; 
II. Hora, día, mes y año en el que se inició y concluyó la 
diligencia; 
III. Calle, número, población o colonia, teléfono u otra 
forma de comunicación 
disponible, municipio o delegación y código postal 
correspondiente al domicilio en 
que se encuentre ubicado el lugar en que se practique la 
inspección; 
IV. Número y fecha de la orden que la motivó; 
V. Nombre cargo e identificación de la persona con 
quien se entendió la diligencia; 
VI. Nombres, domicilios e identificación de las personas 
que fungieron como testigos; 
VII. Datos relativos a la actuación; 
VIII. Declaración del visitado, si quisiera hacerla; y 
IX. Nombre y firma de quienes intervinieron en la 
diligencia, incluyendo los de quien la 
hubiesen llevado a cabo. 
 
Artículo 90. La persona con quien se entienda la 
diligencia estará obligada a permitir al personal 
autorizado el acceso al lugar o lugares sujetos a 
inspección, en los términos previstos en la orden escrita 
a que se hace referencia en el artículo 134 de de la Ley. 
Estatal del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente del Estado de Jalisco; así como a 
proporcionar toda clase de información que conduzca a 
la verificación del cumplimiento de esta ley y demás 
disposiciones aplicables, con excepción de lo relativo a 
derechos de propiedad industrial que sean 
confidenciales, conforme a las leyes especiales. La 
información deberá mantenerse por la autoridad en 
absoluta reserva, si así lo solicita el interesado, salvo en 
el caso de requerimiento judicial. 
 
Artículo 91. La autoridad competente podrá solicitar el 
auxilio de la fuerza pública para efectuar la visita de 
inspección, cuando alguna o algunas personas 
obstaculicen o se opongan a la práctica de la diligencia o 
en los casos que juzgue necesario, independientemente 
de las sanciones a que haya lugar. 
 
Artículo 92. Recibida el acta de inspección por la 
autoridad ordenadora, cuando así proceda por haber 
violaciones a la ley, requerirá al interesado, mediante 
notificación personal, o por correo certificado con acuse 
de recibo, para que adopte de inmediato las medidas 
correctivas o de urgente aplicación necesarias para 

cumplir con las disposiciones de esta ley, sus 
reglamentos y demás aplicables, así como con los 
permisos, licencias, autorizaciones, o concesiones 
respectivas, 
fundando y motivando el requerimiento, señalando el 
plazo que corresponda, y para que, dentro del término 
de quince días hábiles, contados a partir del día 
siguiente en que surta sus efectos dicha notificación, 
manifieste por escrito lo que a su derecho convenga y, 
en su caso, aporte las pruebas que considere 
necesarias, en relación con los hechos u omisiones que 
en la misma se hayan asentado. 
Las pruebas serán acordadas por la autoridad 
competente, notificando al interesado, en su caso, la 
fecha y hora que se establezca para su desahogo. 
 
Artículo 93. Admitidas y desahogadas las pruebas 
ofrecidas por el interesado o habiendo transcurrido el 
plazo que refiere el artículo anterior, sin que el 
interesado haya hecho uso de ese derecho, se podrán a 
su disposición las actuaciones, para que en un plazo no 
inferior a cinco días hábiles ni superior a diez, presente 
por escrito sus alegatos. 
 
Artículo 94. En el procedimiento de inspección y 
vigilancia se admitirán toda clase de pruebas, excepto la 
confesional de las autoridades. La autoridad competente 
podrá allegarse de los medios de prueba que considere 
necesarios, sin más limitaciones que las establecidas en 
la ley. 
 
Artículo 95. Una vez recibidos los alegatos o 
transcurrido el término para presentarlos, el gobierno 
municipal procederá a dictar por escrito la resolución 
administrativa que en derecho corresponda, dentro de 
los treinta días hábiles siguientes, misma que se 
notificará al interesado conforme lo establecido en el 
articulo 126 de la Ley. Estatal del Equilibrio Ecológico 
y la Protección al Ambiente del Estado de Jalisco . 
 
Artículo 96. En la resolución administrativa 
correspondiente, se señalarán o, en su caso, 
adicionarán las medidas que deberán llevarse a cabo 
para corregir las deficiencias o irregularidades 
observadas, estableciendo el plazo otorgado al infractor 
para satisfacerlas, y las sanciones a que se hubiese 
hecho acreedor, conforme a las disposiciones aplicables. 
Dentro de los cinco días hábiles siguientes al 
vencimiento del plazo otorgado al infractor para 
subsanar las deficiencias o irregularidades observadas, 
éste deberá acreditar, por escrito y en forma detallada 
ante la autoridad ordenadora, haber dado cumplimiento 
a las medidas ordenadas en los términos del 
requerimiento respectivo. 
Cuando se trate de segunda o posterior inspección para 
verificar el cumplimiento de un requerimiento o 
requerimientos anteriores, y del acta correspondiente se 
desprenda que no se ha dado cumplimiento a las 
medidas previamente ordenadas, la autoridad 
competente podrá imponer además de la sanción o 
sanciones que procedan conforme a esta ley, una multa 
adicional que no exceda de los límites máximos 
establecidos en la Ley de Ingresos Municipal. 
En caso de que el infractor realice las medidas 
correctivas o de urgente aplicación o subsane las 
irregularidades detectadas, en los plazos ordenados por 
la autoridad competente, siempre y cuando el infractor 
no sea reincidente, y no se trate de alguno de los 
supuestos previstos en él capitulo de medidas de 
seguridad de El presente Reglamento, previa petición 



 

por escrito que formule el interesado ante la autoridad 
competente, el superior jerárquico podrá revocar o 
modificar la sanción o sanciones impuestas. 
 
TITULO TERCERO 
De las medidas de seguridad. 
 
Artículo 97. Cuando exista o pueda existir riesgo 
inminente de desequilibrio ecológico o daño o deterioro 
grave a los recursos naturales, casos de contaminación 
con repercusiones peligrosas para los ecosistemas, sus 
componente, o para la salud de la población, o en caso 
de que el decomiso se pueda determinar como sanción, 
el municipal, fundada y motivadamente, podrán ordenar 
alguna o algunas de las siguientes medidas: 
I. La clausura temporal, parcial o total de las fuentes 
contaminantes, así como de las instalaciones en que se 
manejen o almacenen recursos naturales, materiales o 
substancias contaminantes, o se desarrollen las 
actividades que den lugar a los supuestos a que se 
refiere el primer párrafo de éste artículo; 
II. El aseguramiento precautorio de materiales y residuos 
sólidos industriales o municipales, así como de recursos 
naturales, además de los bienes, vehículos, utensilios e 
instrumentos directamente relacionados con la conducta 
que da lugar a la imposición de la medida de seguridad; 
y/o 
III. La neutralización o cualquier acción análoga que 
impida que materiales o residuos no peligrosos generen 
los efectos previstos en el primer párrafo de éste 
artículo. Asimismo, el gobierno municipal, promoverá 
ante la federación, la ejecución, en los términos de las 
leyes relativas, de alguna o algunas de las medidas de 
seguridad que en dichos ordenamientos se establezcan, 
sin perjuicio de las atribuciones que se reserve como 
exclusivas la federación para estos casos. 
 
Artículo 98. Cuando el gobierno municipal, ordene 
alguna de las medidas de seguridad previstas en este 
reglamento, deberá indicar al interesado, las acciones 
que debe llevar a cabo para subsanar las irregularidades 
que motivaron la imposición de dichas medidas, así 
como los plazos para su realización, a fin de que, una 
vez cumplidas estas, se ordene el retiro de la medida de 
seguridad impuesta, lo anterior, sin perjuicio de las 
sanciones que en derecho correspondan. 
 
TITULO CUARTO 
De las sanciones administrativas. 
 
Artículo 99. Las violaciones a los preceptos de este 
reglamento, y las disposiciones que de ella emanen, 
constituyen infracción y serán sancionadas 
administrativamente por el gobierno municipal, en 
asuntos de sus respectiva competencia, con una o más 
de las siguientes sanciones: 
 
I. Amonestación; 
II. Multa por el equivalente de veinte a veinte mil días de 
salario mínimo vigente en la zona, en el momento de 
imponer la sanción; 
III. Clausura temporal o definitiva, parcial o total, cuando: 
a) El infractor no hubiese cumplido en los plazos y 
condiciones impuestos por la autoridad competente, con 
las medidas correctivas o de urgente aplicación 
ordenadas; o 
b) En casos de reincidencia, cuando las infracciones 
generen efectos negativos al ambiente. 
IV. Arresto administrativo hasta por treinta y seis horas; 

V. El decomiso definitivo de los instrumentos, recursos 
naturales, materiales o residuos sólidos industriales o 
municipales directamente relacionados con infracciones 
relativas a las disposiciones de El presente Reglamento; 
y 
VI. La suspensión o revocación de las concesiones, 
licencias, permisos o autorizaciones correspondientes. 
Si una vez vencido el plazo concedido por la autoridad 
ordenadora para subsanar la o las infracciones que se 
hubiesen cometido, resultare que dicha infracción o 
infracciones aún subsisten, podrán imponerse multas por 
cada día que transcurra sin obedecer el mandato, sin 
que el total de ellas exceda del monto máximo permitido, 
conforme a la fracción II de éste artículo. En caso de 
reincidencia, el monto de la multa será hasta dos veces 
de la cantidad originalmente impuesta, sin exceder del 
doble del máximo permitido, así como la clausura 
definitiva. 
Se considera reincidente al infractor que incurra mas de 
una vez en conductas que impliquen infracciones a un 
mismo precepto, en un periodo de dos años, contados a 
partir de la fecha en que se levante el acta en que se 
hizo constar la primera infracción, siempre que esta no 
hubiese sido desvirtuada. 
 
Artículo 100. Cuando la gravedad de la infracción lo 
amerite, el gobierno municipal que hubiese otorgado la 
concesión, permiso, licencia y, en general, toda 
autorización para la realización de actividades 
comerciales, industriales o de servicios, o para el 
aprovechamiento de recursos naturales, en favor de 
aquel que haya dado lugar a la infracción, ordenará la 
suspensión, revocación o cancelación de las mismas o, 
en su caso, la solicitará a la autoridad que la hubiese 
expedido. 
 
Artículo 101. Para la imposición de las sanciones por 
infracciones a éste reglamento, se tomará en cuenta: 
I. La gravedad de la infracción, considerando 
principalmente los siguientes criterios: los posibles 
impactos en la salud pública; generación de 
desequilibrios ecológicos; las afectaciones de recursos 
naturales o de la biodiversidad que se ocasionaron o 
pudieron ocasionar; y, en su caso, los niveles en que se 
hubiesen rebasado los límites establecidos en las 
normas oficiales mexicanas aplicables; 
II. Las condiciones económicas del infractor; 
III. La reincidencia, si la hubiese; 
IV. El carácter intencional o negligente de la acción u 
omisión constitutiva de la infracción; y 
V. El posible beneficio directamente obtenido o que 
pudiese haber obtenido el infractor por los actos que 
motiven la sanción. En el caso en que el infractor realice 
las medidas correctivas o de urgente aplicación o 
subsane las irregularidades en que hubiese incurrido, 
previamente a que la autoridad competente imponga una 
sanción, dicha autoridad deberá considerar tal situación 
como atenuante de la infracción cometida. 
La autoridad correspondiente podrá otorgar al infractor, 
la opción para pagar la multa o realizar inversiones 
equivalentes en la adquisición e instalación de equipo 
para evitar contaminación o en la protección, 
preservación o restauración al ambiente y los recursos 
naturales, siempre y cuando se garanticen las 
obligaciones del infractor, no se trate de alguno de los 
supuestos previsto en el artículo 144 de de la Ley. 
Estatal del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente del Estado de Jalisco y la autoridad 
justifique plenamente su decisión. 



 

Artículo 149. Cuando proceda como sanción el 
decomiso, o la clausura temporal o definitiva, total o 
parcial, el personal comisionado para ejecutarla 
procederá a levantar acta detallada de la diligencia, 
observando las disposiciones aplicables para la 
realización del procedimiento de inspección y vigilancia, 
previstas en esta ley. En los casos en que se imponga 
como sanción la clausura temporal, sea esta parcial o 
total, la autoridad competente deberá indicar al infractor 
las medidas correctivas y acciones que debe lleva  a 
cabo para subsanar las irregularidades que motivaron 
dicha sanción, así como los plazos para su realización. 
 
Artículo 102. La autoridad sancionadora dará a los 
bienes decomisados alguno de los siguientes destinos: 
 
I. Venta directa en aquellos casos en que el valor de lo 
decomisado no exceda de cinco mil veces el salario 
mínimo general vigente en la zona donde se cometa la 
infracción, al momento de imponer la sanción; 
II. Remate en subasta pública cuando el valor de lo 
decomisado exceda de cinco mil veces el salario mínimo 
general vigente en la zona donde se cometa la 
infracción, al momento de imponer la sanción; 
III. Donación a organismos públicos e instituciones 
científicas o de enseñanza superior o de beneficencia 
pública, según la naturaleza del bien decomisado y de 
acuerdo a las funciones y actividades que realice el 
donatario, siempre y cuando no sean lucrativas. 
IV. Destrucción cuando se trate de recursos naturales 
plagados o que tengan alguna enfermedad que impida 
su aprovechamiento, así como los bienes en general, 
equipos y herramientas prohibidos por las disposiciones 
jurídicas aplicables. 
 
Artículo 103. Para efectos de lo previsto en las 
fracciones I y II del artículo anterior, únicamente serán 
procedentes dichos supuestos, cuando los bienes 
decomisados sean susceptibles de apropiación 
conforme a las disposiciones jurídicas aplicables. En la 
determinación del valor de los bienes sujetos a remate o 
venta, la autoridad competente considerará el precio que 
respecto de dichos bienes corra en el mercado, al 
momento de realizarse la operación. 
En ningún caso, los responsables de la infracción que 
hubiese dado lugar al decomiso, podrán participar ni 
beneficiarse de los actos señalados en el artículo 
anterior, mediante los cuales se lleve a cabo la 
enajenación de los bienes decomisados. 
 
Artículo 104. El gobierno municipal, según corresponda, 
deberá promover ante la autoridad federal o local 
correspondiente, con base en los estudios que haga 
para ese efecto, la limitación o suspensión de la 
instalación o funcionamiento de industrias, comercios, 
servicios, desarrollos urbanos, turísticos o cualquier 
actividad que afecte o pueda afectar al ambiente, los 
recursos naturales, o causar desequilibrio ecológico o 
pérdida de la biodiversidad. 
 
Artículo 105. Los ingresos que se obtengan de las 
multas por infracciones a lo dispuesto en este 
reglamento y demás disposiciones que de ella deriven, 
así como los que se obtengan del remate en subasta 
pública o la venta directa de los bienes decomisados, se 
destinarán a la integración de fondos para el desarrollo 
de programas vinculados con la inspección y la vigilancia 
en las materias a que se refiere este reglamento 
 
TITULO QUINTO 

Del recurso de revisión 
 
Artículo 106. Las resoluciones, autorizaciones, 
licencias, concesiones, dictámenes técnicos o, en 
general, actos administrativos que el gobierno municipal, 
según corresponda, dicten con motivo de la aplicación 
de este reglamento y disposiciones que de ella emanen, 
que concluyan el procedimiento administrativo del cual 
derivan, podrán ser impugnados por los interesados, 
mediante el recursos de revisión, en el término de quince 
días hábiles contados a partir del día siguiente de la 
fecha de su notificación o cuando el afectado haya 
tenido conocimiento del mismo; o de forma optativa, 
podrán ser impugnados ante las instancias 
jurisdiccionales competentes. 
 
Artículo 107. El recurso de revisión se interpondrá por 
escrito directamente o mediante correo certificado con 
acuse de recibo, ante el titular de la dependencia que 
emitió la resolución, autorización, licencia, concesión, 
dictamen técnico o acto administrativo impugnado, quien 
en su caso, acordará su admisión y el otorgamiento o 
denegación de la suspensión del acto recurrido, 
turnándose el recurso a su superior jerárquico para su 
resolución. 
 
Artículo 108. El escrito por el cual se promueva el 
recurso de revisión, además de los requisitos 
establecidos en las disposiciones generales del presente 
título, deberá expresar:  
I. El órgano administrativo a quien se dirige; 
II. El nombre del recurrente y del tercero perjudicado, si 
lo hubiese, así como el lugar que señale para oír y 
recibir notificaciones, acreditando debidamente la 
personalidad con que comparece, si no la tuviese 
acreditada ante la autoridad que conozca del asunto; 
III. El acto que se recurre y la fecha en que, bajo 
protesta de decir verdad, manifieste el recurrente que se 
le notificó o tuvo conocimiento del mismo; 
IV. Los agravios que se le causan; 
V. En su caso, copia de la resolución o acto que se 
impugna, y de la notificación correspondiente. 
Tratándose de actos que por no haberse resuelto en 
tiempo se entiendan negados, deberá acompañarse el 
escrito de iniciación del procedimiento, o el documento, 
sobre el cual no hubiese recaído resolución alguna; 
VI. Las pruebas que ofrezca, que tengan relación 
inmediata y directa con la resolución o acto impugnado, 
debiendo acompañar las documentales con que cuente. 
No podrá ofrecerse como prueba la confesión de la 
autoridad; y 
VII. La solicitud de suspensión del acto o resolución que 
se impugna, previa comprobación de haber garantizado, 
en su caso, debidamente el importe de la multa impuesta 
o el valor de los bienes decomisados. 
 
Artículo 109. Al recibir el recurso y una vez verificado si 
está interpuesto en tiempo y forma, admitiéndolo a 
trámite o rechazándolo, la autoridad del conocimiento, 
decretará la suspensión, si fuese procedente, en un 
plazo que no exceda de quince días hábiles contados a  
partir del día siguiente de la notificación del proveído de 
admisión o, caso contrario, se entenderá otorgada en los 
términos que fue solicitada por el promovente. 
Las pruebas aportadas por el interesado serán 
acordadas por la autoridad competente y, en su caso, se 
señalará fecha y hora para su desahogo. 
 



 

Artículo 110. La interposición del recurso suspenderá la 
ejecución del acto impugnado, siempre y cuando se 
cumplan los siguientes requisitos: 
 
I. Lo solicite expresamente el interesado; 
II. Sea procedente el recurso; 
III. No se cause perjuicio al interés social, o se 
contravengan disposiciones de orden 
público; 
IV. No se trate de infractor reincidente; 
V. No se ocasionen daños o perjuicios a terceros, a 
menos que se garanticen estos para el caso de obtener 
resolución desfavorable; y 
VI. Tratándose de multas o decomisos, se garantice el 
interés fiscal. 
 
Artículo 111. El recurso se tendrá por no interpuesto y 
desechado cuando:  
I. Se presente fuera del plazo; 
II. No se haya acompañado la documentación que 
acredite la personalidad del recurrente; y 
III. No aparezca suscrito por quien deba hacerlo, a 
menos que se firme antes de vencimiento del plazo para 
interponerlo. 
 
TITULO SEXTO 
De la comisión de delitos. 
 
Artículo 112. En aquellos casos en que, como resultado 
del ejercicio de sus atribuciones, el gobierno municipal, 
según corresponda, tengan conocimiento de actos u 
omisiones que pudieran constituir delitos conforme a lo 
previsto en la legislación aplicable, formulará ante el 
ministerio público federal o local la denuncia 
correspondiente. Toda persona podrá presentar 
directamente las denuncias penales que correspondan a 
los delitos ambientales previstos en la legislación 
aplicable. 
 
Artículo 113. El gobierno municipal, según corresponda, 
proporcionará, en las materias de su competencia, los 
dictámenes técnicos o periciales que le soliciten el 
ministerio público o las autoridades judiciales, con 
motivo de las denuncias presentadas por la comisión de 
delitos ambientales. 
 
TITULO SEPTIMO 
De la denuncia popular. 
 
Artículo 114. La sociedad, entendida ésta como 
cualquier persona física o moral, grupo social, 
organización no gubernamental, sociedades y 
asociaciones, podrá denunciar ante el gobierno 
municipal, según corresponda, todo hecho, acto u 
omisión que ocasione o pueda ocasionar desequilibrio 
ecológico o daños al ambiente, contraviniendo las 
disposiciones de El presente Reglamento, y de los 
demás ordenamientos que regulen materias 
relacionadas con la protección al ambiente y la 
preservación y restauración del equilibrio ecológico. La 
denuncia popular tendrá como objetivo ser un 
instrumento de participación social, a través del cual, la 
autoridad competente tendrá conocimiento de hechos, 
actos u omisiones que impliquen desequilibrios 
ecológicos o daños al ambiente y sean detectados por la 
sociedad, facultando al gobierno municipal, para llevar a 
cabo las diligencias que se valoren oportunas a efecto 
de verificar dichas irregularidades y, en su caso, 
realizará los actos de inspección e imposición de 
medidas tendientes a corregir las mismas. 

 
Artículo 115. Si la denuncia fuera presentada ante el 
gobierno municipal y resultare competencia de instancia 
gubernamental distinta, se remitirá para su atención y 
trámite a la autoridad correspondiente, en un término 
que no exceda de quince días hábiles computados a 
partir del día siguiente de su recepción, y se notificará al 
denunciante para su conocimiento y efectos legales a 
que haya lugar. 
 
Artículo 116. La denuncia popular podrá ejercitarse por 
cualquiera persona, bastando que se presente por 
escrito y que contenga: 
I. El nombre o razón social, domicilio, teléfono del 
denunciante, o alguno a través del cual se le pueda 
localizar y, en su caso, de su representante legal, el cual 
deberá de acompañar la documentación que acredite la 
personalidad con la que se ostenta; 
II. Los actos, hechos u omisiones denunciados, 
precisando, en su caso, la ubicación exacta de los 
mismos; 
III. Los datos que permitan identificar y ubicar al 
presunto infractor o localizar la fuente contaminante; y 
IV. Las pruebas que en su caso ofrezca el denunciante, 
y que tiendan a coadyuvar con la autoridad competente 
a la investigación y esclarecimiento de las afectaciones 
ambientales denunciadas. 
En caso de que la denuncia no reúna los requisitos 
señalados con anterioridad, la autoridad competente se 
prevendrá al denunciante en términos de ley, para que 
en un término no mayor de cinco días cumplimente 
dichas omisiones. 
Asimismo, podrá formularse la denuncia por vía 
telefónica, en cuyo supuesto el servidor público que la 
reciba, levantará acta circunstanciada, y el denunciante, 
deberá ratificarla por escrito, cumpliendo con los 
requisitos establecidos en el presente artículo, en un 
término de tres días hábiles contados a partir del día 
siguiente a la formulación de la denuncia, sin perjuicio de 
que la autoridad competente, de conformidad a sus 
atribuciones, investigue de oficio los hechos constitutivos 
de la denuncia. 
 
Artículo 117. Si el denunciante solicita a la autoridad 
competente, se guarde en secreto sus datos por razones 
de seguridad e interés particular, ésta determinará si 
dada la naturaleza de los hechos denunciados es 
procedente su solicitud, en cuyo caso, llevará a cabo el 
seguimiento de la denuncia conforme a las atribuciones 
que El presente Reglamento y demás disposiciones 
jurídicas 
aplicables le otorgan, o bien, en caso de ser necesaria la 
intervención del denunciante en el desarrollo de las 
diligencias que se realicen por parte de la autoridad, 
deberá de hacerse del conocimiento al interesado de 
esta circunstancia en el acuerdo que en atención a la 
denuncia se emita. 
 
Artículo 118. El gobierno municipal, podrá solicitar a las 
instituciones académicas, centros de investigación, 
colegios y organismos del sector público, social y 
privado, la elaboración de estudios, dictámenes o 
peritajes sobre cuestiones planteadas en las denuncias 
que le sean presentadas. 
 
 
 
 
 
 



 

 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- La aplicación del presente Reglamento se 
efectuará tres días después de  su publicación en la 
Gaceta Municipal o medios electrónicos del H. 
Ayuntamiento de Pihuamo, Jalisco; lo cual debe certificar 
el Secretario del H. Ayuntamiento en los términos de la 
fracción V del Artículo 42 de la Ley de Gobierno y la 
Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco. 

SEGUNDO.- Con la entrada en vigor de este 
Reglamento Municipal se derogan todas las 
disposiciones sobre la materia que se opongan a este 
cuerpo normativo en el municipio de Pihuamo, Jalisco. 

TERCERO.- Instrúyase Al C. Secretario General, para 
que una vez publicado el presente Reglamento, levante 
la Certificación correspondiente, conforme a lo dispuesto 
por la fracción V del Artículo 42 de la Ley de Gobierno y 
la Administración Pública Municipal del Estado de 
Jalisco. 

A T E N T A M E N T E 

Pihuamo, Jalisco  a  24 de Abril del 2013. 

EN EL SALON DE SESIONES  DEL H. 
AYUNTAMIENTO DE PIHUAMO, JALISCO SE 

RATIFICO EL PRESENTE REGLAMENTO EN LA 
DECIMA CUARTA SESION ORDINARIA. 

C E R T I F I C O  

EL C. SECRETARIO GENERAL DEL H. 
AYUNTAMIENTO 

M. en C.P. NOÉ TOSCANO RODRÍGUEZ 

RUBRICA 

De conformidad con lo dispuesto por la fracción V del 
Artículo 42 de la Ley de Gobierno y la Administración 
Pública Municipal del Estado de Jalisco, mando se 
imprima, circule y se le dé el debido cumplimiento. 



 

 

 

 


